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ASUNTO: JUICIO CONTENCIOSO.  

EXPEDIENTE: 26/2022 JC-SEA 

 PROCEDIMIENTO  DE  RESPONSABILIDAD  

              ADMINISTRATIVA: PRA/02/2022  

INVESTIGADORA: *****, TITULAR DE LA 

AUTORIDAD INVESTIGADORA DEL ÓRGANO 

INTERNO DE CONTROL DEL ORGANISMO 

PÚBLICO DESCENTRALIZADO HOSPITAL 

CIVIL DE GUADALAJARA.  

SUBSTANCIADORA Y RESOLUTORA: *****, 

TITULAR DE LA AUTORIDAD RESOLUTORA 

DEL ÓRGANO INTERNO DE CONTROL DEL 

ORGANISMO PÚBLICO DESCENTRALIZADO 

HOSPITAL CIVIL DE GUADALAJARA.  

                                PRESUNTA RESPONSABLE:  

*****  

TERCERO INTERESADO: NO EXISTE.  

  

  

GUADALAJARA, JALISCO, CATORCE DE DICIEMBRE DE DOS MIL 

VEINTIDÓS.  

 

Vistas las actuaciones para resolver en sentencia definitiva el 

juicio administrativo promovido por ***** en contra de la AUTORIDAD 

RESOLUTORA DEL ÓRGANO INTERNO DE CONTROL DEL ORGANISMO PÚBLICO 

DESCENTRALIZADO HOSPITAL CIVIL DE GUADALAJARA; bajo número de 

expediente 26/2022 JC-SEA, tramitado ante la Quinta Sala Unitaria de este 

Tribunal, y;  

  

  

R E S U L T A N D O S  

  

1. Por escrito presentado el doce de agosto de dos mil veintidós,  

ante la oficialía de partes de este Tribunal, la parte actora, promovió juicio 

contencioso, por los motivos y conceptos que del mismo se desprenden.  
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2. Mediante acuerdo de dieciséis de agosto de dos mil veintidós,  

se admitió la demanda, teniéndose como acto administrativo impugnado 

el descrito en el citado proveído, se admitieron las pruebas ofrecidas y se 

ordenó el emplazamiento de estilo a la autoridad demandada.  

  

3. En auto de siete de septiembre de dos mil veintidós, se 

proveyó el escrito presentado el día dos del mismo mes y año, ante la 

oficialía de partes de este Tribunal, a través del cual, la Titular de la Autoridad 

Resolutora del Órgano Interno de Control del Organismo Público 

Descentralizado Hospital Civil de Guadalajara, produjo contestación a la 

demanda y se admitieron las pruebas ofrecidas, ordenándose el traslado de 

estilo a la parte actora para su conocimiento.  

  

4. En proveído de cuatro de noviembre de dos mil veintidós, se  

abrió periodo de alegatos por el plazo común de tres días con citación para 

el dictado de la sentencia que en derecho corresponda, y;  

  
  

C O N S I D E R A N D O S  

  
  

I. Esta Quinta Sala Unitaria es competente para conocer de la  

presente controversia, de conformidad a lo establecido en el artículo 65 de 

la Constitución Política del Estado de Jalisco, así como 3, 4, 5 y 10 de la Ley 

Orgánica del Tribunal de Justicia Administrativa del Estado de Jalisco y los 

numerales 1, 2, 3, 4, 31, 35 y 36 de la Ley de Justicia Administrativa del Estado 

de Jalisco.  

  

II. La existencia del acto administrativo impugnado se 

encuentra debidamente acreditada con la documental pública que obra 

a fojas de la veintinueve a la treinta y dos de autos, a la que se le concede 

valor probatorio pleno en términos del artículo 399 1  del Código de 

Procedimientos Civiles para el Estado de Jalisco, de aplicación supletoria a 

la Ley Adjetiva de la Materia.  

 

III. Según criterio emitido por el Poder Judicial de la Federación,  

no se hace necesario transcribir los conceptos de impugnación que hiciere 

valer la parte accionante en su escrito inicial de demanda, toda vez que 

 
1 Artículo 399.- Los instrumentos públicos hacen prueba plena, aunque se presenten sin citación del colitigante, 

salvo siempre el derecho de éste para redargüirlos de falsedad y para pedir su cotejo con los protocolos y archivos. 
En caso  
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dicha omisión no deja en estado de indefensión a ninguna de las partes. Es 

aplicable la jurisprudencia 2a./J. 58/2010 (10ª)2, sustentada por la Segunda 

Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, que señala:  

  

CONCEPTOS DE VIOLACIÓN O AGRAVIOS. PARA CUMPLIR CON LOS PRINCIPIOS 

DE CONGRUENCIA Y EXHAUSTIVIDAD EN LAS SENTENCIAS DE AMPARO ES 

INNECESARIA SU TRANSCRIPCIÓN. De los preceptos integrantes del capítulo X 

"De las sentencias", del título primero "Reglas generales", del libro primero "Del 

amparo en general", de la Ley de Amparo, no se advierte como obligación 

para el juzgador que transcriba los conceptos de violación o, en su caso, los 

agravios, para cumplir con los principios de congruencia y exhaustividad en 

las sentencias, pues tales principios se satisfacen cuando precisa los puntos 

sujetos a debate, derivados de la demanda de amparo o del escrito de 

expresión de agravios, los estudia y les da respuesta, la cual debe estar 

vinculada y corresponder a los planteamientos de legalidad o 

constitucionalidad efectivamente planteados en el pliego correspondiente,  

sin introducir aspectos distintos a los que conforman la litis. Sin embargo, no 

existe prohibición para hacer tal transcripción, quedando al prudente arbitr io 

del juzgador realizarla o no, atendiendo a las características especiales del 

caso, sin demérito de que para satisfacer los principios de exhaustividad y 

congruencia se estudien los planteamientos de legalidad o 

inconstitucionalidad que efectivamente se hayan hecho valer.  

  

IV. Analizados los conceptos de impugnación hechos valer 

por la parte actora en su escrito de demanda, se adelanta que los mismos 

devienen en inoperantes, de ahí que lo procedente sea confirmar la 

resolución recurrida por los siguientes motivos y fundamentos: 

 

En la resolución recurrida, la autoridad demandada determinó 

confirmar la sentencia de fecha trece de mayo de dos mil veintidós, donde 

se determinó la plena responsabilidad de Juana Araceli Flores Domínguez 

en la comisión de las Faltas Administrativas No Graves previstas en los 

artículos 49 fracción I y 48 fracciones I y VIII de la Ley de Responsabilidades 

Políticas y Administrativas del Estado de Jalisco, imponiéndole una sanción 

consistente en la suspensión de su empleo, por el termino de treinta días 

naturales sin goce de sueldo, con fundamento en el ordinal 75 fracción II y 

párrafo antepenúltimo de la Ley General de Responsabilidades 

Administrativas. 

 

 
2 Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta , mayo de 2010, tomo XXXI, página 830.  



4   

Ahora bien, en el primero de los conceptos de impugnación 

hechos valer, señala la actora que la redacción de la resolución es confusa 

y tendenciosa pues existe error al mencionar los medicamentos faltantes 

que se le atribuyen, pues pareciera que son dos tipos diversos cuando en 

realidad solo fue de un tipo, el cual es diverso al señalado en la resolución. 

 

Por lo que ve al segundo y tercero de los conceptos de 

impugnación, señala que se reconsidere la sanción que le fue impuesta 

pues no hubo un lucro ni reincidencia de su parte, nunca tuvo la intención 

de dañar al organismo, de ahí que la sanción no sea equitativa a la 

infracción cometida, pues no quedó en el expediente plenamente probado 

que existió un daño al patrimonio del organismo, mucho menos que ella 

hubiere obtenido un lucro para si misma, incumpliendo con los extremos del 

artículo 80 de la Ley General de Responsabilidades Administrativas, 109 y 133 

de la Constitución. 

 

Por su parte, la autoridad al momento de contestar la 

demanda, señala que los conceptos de impugnación que hace valer la 

actora, fueron debidamente atendidos al resolver el recurso de revocación; 

siendo que en cuanto al primero de ellos, respecto al nombre del 

medicamento, el señalado en la sentencia corresponde al que se 

desprende de los parámetros de configuración de informes para el Hospital 

Civil “Dr. Juan I Menchaca”, no obstante, e independientemente de ello, la 

sanción es, en atención a la conducta cometida por la inconforme, 

consistente en no cuidar con el debido esmero el uso de su clave, no por el 

medicamento o su costo económico, ya que como ella misma menciona, 

por un error dejó abierto el sistema y con ello descuidó sus funciones. 

 

Por lo que ve al segundo y tercero de los conceptos de 

impugnación, la autoridad manifiesta que la sentencia definitiva se fundó y 

motivó adecuadamente pues la sanción que se impuso a la actora fue 

atendiendo a la gravedad del descuido en sus funciones, donde si bien no 

se acreditó el monto del daño patrimonial al organismo, si se encuentra 

debidamente acreditado que existió, pues debido a su descuido de la 

central de medicamentos se sustrajo el medicamento sin que se 

comprobara que fue aplicado a pacientes de la institución. 

 

Finaliza la autoridad demandada señalando que la parte 

actora únicamente refuerza el razonamiento planteado en el recurso de 
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revocación y no endereza conceptos de impugnación contra la resolución 

impugnada para atacar su ilegalidad, por consiguiente, resultan 

inoperantes y se deberá confirmar la resolución recurrida. 

 

Precisados los argumentos de las partes, se estima que asiste la 

razón a la autoridad demandada en lo que ve al primero de los conceptos 

de impugnación, toda vez que a foja cinco de la resolución impugnada, se 

advierte que se atiende el agravio expresado por la recurrente en el sentido 

de señalar que no existe confusión en la identidad del medicamento que 

fue indebidamente sustraído del organismo, pues el nombre del mismo fue 

obtenido del sistema, y que si bien en una parte de la resolución se refirió a 

este con un nombre diverso, fue en la parte de narración de los 

antecedentes, no así donde se le atribuyó su responsabilidad; precisando 

además que la conducta que le es atribuida consiste en la conducta 

cometida al no cuidar con el debido esmero su clave, no por el 

medicamento o su costo económico. 

 

En cuanto al segundo y tercer concepto de impugnación, 

consistente en que se reconsidere la sanción impuesta pues no se 

cumplieron los extremos del artículo 80 de la Ley General de 

Responsabilidades, 109 y 133 de la Constitución, al no quedar debidamente 

acreditado que existió un lucro de parte de la actora en la comisión de la 

falta, ni el daño patrimonial al Organismo, por tanto la sanción no es 

equitativa a la falta cometida; los mismos se consideran infundados, pues 

de la resolución aquí recurrida, y de la sentencia que confirma, se advierte 

que en términos del artículo 76 y 80 de la Ley General de Responsabilidades 

Administrativas, si se realizó por parte de la autoridad un análisis de los 

elementos del empleo, cargo o comisión que desempeñaba la servidora 

pública al momento de cometer la infracción, se tomó en consideración 

que la misma no era reincidente, además de que se advierte que para la 

imposición de la sanción no se tomó en cuenta el daño o perjuicio causado 

al organismo ni tampoco el beneficio que pudo obtener derivado de la 

infracción cometida. 
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Entonces, en virtud de que la actora, en su escrito de demanda 

no controvierte las consideraciones fundamentales en que se apoyó la 

autoridad al emitir la resolución impugnada, y solo se limita a abundar o 

complementar sobre los ya expresados en la instancia administrativa, y al 

corresponder a la inconforme la carga procesal de demostrar su ilegalidad, 

a través de los conceptos de impugnación correspondientes, es evidente 

que al no hacerlo así, devienen en inoperantes, por no combatir las 

consideraciones de la responsable al resolver el recurso aquí impugnado y 

lo procedente sea confirmar la resolución recurrida. 

 

Cobra aplicación el criterio jurisprudencial emitido por la 

Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, con numero 

de registro digital 1667483: 

 

AGRAVIOS INOPERANTES EN LA REVISIÓN. SON AQUELLOS QUE REITERAN LOS 

CONCEPTOS DE VIOLACIÓN, ABUNDAN SOBRE ELLOS O LOS COMPLEMENTAN, 

SIN COMBATIR LAS CONSIDERACIONES DE LA SENTENCIA RECURRIDA.  

Conforme al artículo 88 de la Ley de Amparo, el recurrente debe expresar 

los agravios que le causa la sentencia impugnada, lo que se traduce en que 

tenga la carga, en los casos en que no deba suplirse la queja deficiente en 

términos del artículo 76 Bis de la ley de la materia, de controvertir los 

razonamientos jurídicos sustentados por el órgano jurisdiccional que conoció 

del amparo en primera instancia. Consecuentemente, son inoperantes los 

agravios que en el recurso de revisión reiteran los conceptos de violación 

formulados en la demanda, abundan sobre ellos o los complementan, sin 

combatir las consideraciones de la sentencia recurrida. 

 

Así como el diverso criterio Jurisprudencial con registro digital 

20256304: 

 

CONCEPTOS DE VIOLACIÓN EN EL JUICIO DE AMPARO DIRECTO. SON 

INOPERANTES LOS QUE REITERAN TEXTUALMENTE LOS AGRAVIOS PLANTEADOS 

EN EL RECURSO DE APELACIÓN, AL NO CONTROVERTIR LAS CONSIDERACIONES 

JURÍDICAS EN QUE SE SUSTENTA LA RESOLUCIÓN DE ALZADA QUE CONSTITUYE 

EL ACTO RECLAMADO. Hechos: Dentro de los conceptos de violación que se 

hicieron valer en la demanda de amparo, la quejosa se concretó a reiterar 

de manera textual los argumentos que expuso en sus agravios de apelación, 

sin controvertir las razones jurídicas que en respuesta de aquéllos sostuvo la 

Sala responsable al dictar la sentencia que constituye el acto reclamado.  

Criterio jurídico: Este Tribunal Colegiado de Circuito determina que deben 

declararse inoperantes los conceptos de violación en el juicio de amparo 

directo, cuando reiteran textualmente los agravios vertidos en el recurso de 

apelación, al no controvertir las consideraciones jurídicas en que se sustenta 

la resolución de alzada que constituye el acto reclamado.  Justificación: Lo 

anterior, porque de conformidad con el artículo 175, fracción VII, de la Ley 

 
3 Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Tomo XXX, Agosto de 2009, página 77; tesis: 2a./J. 
109/2009. 
4 Semanario Judicial de la Federación, tesis: VII.1o.C. J/1 K (11a.) 
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de Amparo, la parte quejosa debe expresar en la demanda relativa los 

conceptos de violación que estime pertinentes contra el acto reclamado; lo 

que se traduce en que tenga la carga en aquellos asuntos en que no deba 

suplirse la queja deficiente en términos del precepto 79 de la ley citada, de 

controvertir las razones y fundamentos jurídicos en que se apoya la 

resolución impugnada. De ahí que son inoperantes los conceptos de 

violación que en la demanda de amparo directo reiteran los agravios de la 

apelación, sin combatir las consideraciones que sostuvo la autoridad 

responsable para darles respuesta y soportar su criterio; hipótesis en la cual, 

aquéllas permanecen incólumes rigiendo en sus términos el sentido del fallo 

reclamado. 

 

Por lo anteriormente expuesto y con fundamento en los artículos  

1, 2, 3, 4, 31, 35, 36, 39, 42, 44, 45, 46, 47, 72, 73, 74, 75 y 76, de la Ley de Justicia 

Administrativa del Estado de Jalisco, se concluye de conformidad con los 

siguientes  

  

R  E  S  O  L  U  T  I  V  O  S  
  

  

PRIMERO. La competencia de esta Quinta Sala Unitaria del 

Tribunal de Justicia Administrativa del Estado de Jalisco quedó 

debidamente acreditada. 

 

SEGUNDO. Se reconoce la VALIDEZ de la resolución de fecha 

once de julio de dos mil veintidós, conforme a lo expuesto y fundado en el 

Considerando IV de esta resolución. 

 

NOTIFÍQUESE PERSONALMENTE.  

 

Así    lo    acordó    la    Presidenta    de    la    Quinta    Sala    Unitaria 

del    Tribunal    de    Justicia    Administrativa    del    Estado    de    Jalisco,  

Magistrada María Abril Ortiz Gómez,    actuando    ante   el   Secretario   de    

Sala   Francisco Iván Ramírez Gutiérrez, que autoriza y da fe dentro de los 

autos del expediente 26/2022 JC-SEA, en sentencia de catorce de 

diciembre de dos mil veintidós. 
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María Abril Ortiz Gómez 

                 Magistrada 

 

 

Francisco Iván Ramírez Gutiérrez 

         Secretario de Sala 


